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REG. SENT. DEF. N° 63

En la Ciudad de Lomas de Zamora, a los 14 días del mes de  Abril de Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este departamento judicial, Doctores   Norberto Horacio Basile y Carlos Ricardo Igoldi, con la presencia del Secretario actuante, se trajo a Despacho para dictar sentencia la causa N° 68.408 caratulada “SISCA MARIANO ANIBAL C/ CASADO LEONARDO JAVIER S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”. De conformidad con lo dispuesto por los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial, la Excma. Cámara resolvió votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1ª.) ¿Es justa la sentencia dictada?

2ª)  ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. Parte CPCC), dio el siguiente orden de votación: Dres.  Basile e Igoldi.-

V O T A C I O  N

A la primera cuestión, el Dr. Basile dijo:

I.- El Sr. Juez titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial número dos de este Departamento Judicial, dictó sentencia a fs. 252/260 vta. haciendo lugar a la demanda de daños y perjuicios promovida por Mariano Anibal Sisca contra Leonardo Javier Casado y Jorge Rolando Alvarez,  condenando en consecuencia a estos últimos a pagar a aquel, en el plazo de diez días de quedar firme la liquidación,  la suma de dinero que determinó con más los intereses correspondientes.-

Hizo extensiva la condena a Orbis Compañía Argentina de Seguros  S.A.-

 Impuso las costas a los vencidos y difirió la regulación de  honorarios.-

A fs. 266 apeló la actora y a fs. 267 lo hicieron la accionada y citada en garantía, concediéndose ambos recursos, libremente a fs. 268.-

A fs. 283/284 expresó agravios la actora y a fs. 285/288 lo hicieron la demandada y citada en garantía, mereciendo esta última presentación la réplica de la accionante a fs. 290/292.-

A fs. 293 se llamaron autos para sentencia por providencia que se encuentra consentida.-

II.-ANTECEDENTES DE LA CAUSA.

A fs. 13 Mariano Anibal Sisca, mediante letrado apoderado, inició formal demanda de daños y perjuicios contra  Leonardo Casado en su carácter de usuario y conductor del vehículo marca Ford Galaxi, dominio AJD 868 y contra todo aquel que pudiera resultar civil o patrimonialmente responsable  del accidente de marras.-

Refirió que el 16/3/2007, siendo apróximadamente entre las 7,00 y 7,30 horas, se desplazaba a bordo de un  ciclomotor de su propiedad, marca Gilera Smash, modelo 2006, de modo reglamentario por la Av. Antártida Argentina en dirección Oeste/Este.-

Afirmó que en dichas circunstancias y al llegar a la altura del Banco de la Nación Argentina (Sucursal Llavallol) resultó violentamente embestido por un automotor marca Ford Galaxi dominio AJD 868, vehículo que en ese instante salía de un estacionamiento contiguo a la institución bancaria e ingresaba a la circulación de la Avenida Antártida Argentina, conducido en la ocasión por el demandado Leonardo Casado.-

Sostuvo que el siniestro se produjo cuando el accionado intentó ingresar sorpresivamente a la arteria antes citada, impactando con el frente de su vehículo en el lateral derecho de la motocicleta en una conducta claramente negligente y desaprensiva.-

Denunció que la severa colisión provocó que sufriera lesiones de consideración por lo que se instruyó la causa penal correspondiente.-

Pidió la citación en garantía de Orbis Cía Argentina de Seguros S.A.-

A fs. 37 contestó la aseguradora.  Reconoció la existencia de contrato de seguros.  Negó los hechos y alegando la culpa de la víctima refirió que en las circunstancias de tiempo y lugar denunciadas, el vehículo del demandado fue embestido en el lateral derecho por el ciclomotor conducido por el accionante, quien circulaba a gran velocidad, sin casco reglamentario y en contramano.-

A fs. 59 se amplió la demanda contra el titular registral del automotor Sr. Jorge Rolando Alvarez.-

A fs. 63 contestó demanda Leonardo Javier Casado, quien negó los hechos referenciados en el escrito de inicio y brindó una versión de los acontecimientos, en términos similares a los utilizados por la aseguradora en su conteste.-

A fs. 84 contestó Jorge Rolando Alvarez formulando adhesión con el responde de la citada en garantía.-

A fs. 89 se procedió a la apertura a prueba de estos actuados, proveyéndose la ofrecida por las partes a fs. 92. Producida la pertinente, a fs. 251 se llamaron autos para sentencia, dictándose el pronunciamiento respectivo a fs. 252/260 vta.-

III.- DE LOS AGRAVIOS:

1)-De la actora:

Se agravia por el monto fijado en concepto de daño moral, considerándolo manifiestamente insuficiente y alejado de la realidad económica actual.-

2)-De la accionada y citada en garantía:

Se agravian la accionada por la atribución de responsabilidad.- 

Cuestiona la valoración de la prueba efectuada en la anterior instancia y asimismo se agravia por los montos indemnizatorios acordados al actor en concepto de incapacidad sobreviniente y daño moral, a los que considera elevados y no ajustados a las probanzas rendidas.-

IV.- CONSIDERACIÓN DE LAS QUEJAS.

1)-Responsabilidad:

He de iniciar el tratamiento de las cuestiones que se traen, expresando que coincido con el Sr. Magistrado de origen, en cuanto a la normativa aplicable en el caso de autos. En efecto, el factor de atribución de la responsabilidad civil en la materia que nos ocupa es el riesgo creado, por lo que la cuestión se emplaza en la preceptiva del art. 1113 - 2º párrafo - del Código Civil, de manera que el dueño o guardián de la cosa riesgosa cuya actuación produjo el daño es responsable, salvo que demuestre que la conducta de la víctima o de un tercero constituye la causa del menoscabo y ello ha obrado como factor interruptivo, total o parcialmente, de la relación de causalidad.-

Calificada doctrina en la materia, emanada de precedentes de otros Tribunales de Alzada de esta Provincia  expresa que la salida a la vía pública desde un estacionamiento, garage o similar comporta una regla de elemental prudencia relativa a los arts. 85 y 88 del Cód. de Transito, pues se trata de quien toma la iniciativa disponiéndose a producir, de alguna manera un cambio en el orden del tránsito -en relación a la corriente de vehículos- quien debe incorporarse a esa circulación tiene una especial deuda de prudencia.  (CC 0102 RSD 145-91 sentencia del 22/8/1991).- 

A fs. 199/200 declara la testigo Margarita Carmen Fehlberg quien afirma que: “era un viernes a las 7 o 7.30 de la mañana... estaba amaneciendo, se veía bien. Yo estaba yendo a trabajar iba cruzando la Avenida Antártida Argentina en Llavallol era a la altura del 1700 porque yo trabajaba a dos cuadras del lugar.  No había mucho tráfico.  Vi un coche... era un coche grande que salía de una playa de estacionamiento al lado de un banco creo que es el Nación que está sobre Antártida Argentina que es doble mano y embiste con la parte delantera a una moto en su parte derecha, el auto salía para el mismo lado que iba la moto...” (fs.199/199 vta.).-

De lo actuado en sede penal -Causa 07-00-755695-07- extraigo de la pericia accidentológica de fs. 93/93 vta. que: “...los daños que presenta el automotor en su sector frontal derecho son compatibles con los presentes en un móvil embistente físico.  Por otra parte los daños que se observan en el lateral derecho motocicleta resultan compatibles con los que posee un vehículo embestido físicamente...”.-

En la pericia mecánica de fs. 183/185 de estas actuaciones, el experto afirma que: “En búsqueda de establecer la realidad de lo acontecido debe analizarse la posibilidad de ocurrencia de cada una de las versiones, recordando que ambas resultan coincidentes respecto a la maniobra previa realizada por el demandado.” (fs. 183 vta.).-

Siguiendo la Doctrina emanada de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires esta Sala ya ha dicho, en sus anteriores integraciones que, quien tiene a su cargo la conducción de un vehículo, asume sobre sí la posibilidad cierta de la ocurrencia de sucesos que en el curso ordinario del tránsito, puedan presentarse de una manera más o menos imprevista, razón por la cual el conductor debe estar alerta suficientemente como para sortear esas emergencias (SCBA Ac. 340181 del 17-VIII-85, Ac. 36006 del 27-V-86), aclarando que al tiempo de computarse una eventual situación que excluya responsabilidades, no podrá dejar de valorarse el cuadro total de la conducta de todos los protagonistas desde una perspectiva integral (CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 321/94, 37/95, 81/96, 72/94, 417/92, 89/90 y muchos otros).-

También se ha sostenido jurisprudencialmente,  con una fuerza expansiva y vinculante que resulta innegable, que el criterio para interpretar la concurrencia y la acreditación de los eximentes debe ser restrictivo, por lo que la prueba liberatoria tiene que ser "fehaciente e  indudable", revistiendo  la  conducta  de la  víctima las características de "imprevisibilidad" e "irresistibilidad" propias del "caso fortuito o fuerza mayor" (conf. SCBA, Ac. 34081 "Pérez c/ Transp. Atlánticos", y Ac. 33353 "Porco c/ Gazda", en Ac. y Sent. 1985-II-205 y 1986-II-205; asimismo C.S.N. "Ortiz y ot. c/ Emp. Ferrocarriles Arg.", E.D. diario del 10-5-90, pág. 1).-

A mayor abundamiento, y porque resulta del caso decir, a tenor de la queja vertida, que es principio recibido en doctrina, que la parte que alega una circunstancia que modifica la posición de la contraparte, debe acreditar el extremo que invoca. Va de suyo, que en el caso de autos, la parte demandada  debe probar su invocación (Doctrina art. 375 del CPCC).-

Ha dicho esta Sala, en concordancia con la jurisprudencia precitada, que no se trata de calificar la conducta de quienes responden por su carácter de dueño o guardián, pues en los casos de riesgo o vicio de la cosa, la culpa, la negligencia o la falta de previsión, no constituyen elementos exigidos al tiempo de computarse una eventual situación que excluya su responsabilidad (CALZ Sala I RSD 204/07 entre otros).-

La conducta de la víctima tiene trascendencia cuando ha influido causalmente en el momento de producirse el hecho generador de los daños. El art. 1111 del Cod. Civil prevé una eximente plena de responsabilidad. Los requisitos para que esta causal opere son varios: a) Causalidad: para que el hecho de la víctima libere totalmente al demandado, éste debe haber sido la causa adecuada y exclusiva del daño. b) No imputable al demandado: el hecho de la víctima no debe ser provocado por ella, pues de otro modo la acción de la víctima sería la consecuencia del acto del ofensor. c) Imputabilidad de la víctima. d) Culpabilidad: no hay duda de que si el hecho de la víctima es culposo, el artículo adquiere plena aplicación. e) Imprevisibilidad e inevitabilidad del hecho de la víctima: el demandado se libera, pues se ha roto el nexo adecuado de causalidad entre su acción y el daño. f) Certeza: probada la responsabilidad del demandado, la culpa de la víctima debe ser acreditada certera, claramente, pues se trata de un hecho impeditivo cuya prueba incumbe a quien lo alega, constituyendo una excepción al régimen de responsabilidad (Belluscio, Augusto - Zannoni, Eduardo "Código Civil.."  T. 5, pags. 388 y ss. Ed Astrea, Bs. As. 1984).-

El presunto agente o causante del daño puede eximirse de responsabilidad aportando la prueba acerca del origen verdadero del perjuicio: que se originó en el comportamiento de la misma persona que lo sufre, en el hecho de la víctima. Es en consecuencia, una exoneración relacionada con el presupuesto "autoría". En opinión de Llambías ("La culpa de la víctima como causa eximente de responsabilidad civil", en J.A., Doctrina 1974-6), debe distinguirse la culpa de la víctima del hecho de la víctima. A su juicio, si se trata de la llamada culpa del damnificado, que supone el discernimiento de éste, la prueba de que es esa culpa exclusivamente la causa del daño, elimina sin más la posible responsabilidad del demandado. Además, entre el hecho antijurídico e imputable y el daño debe existir una relación causal adecuada (art. 906 Cod. Civil). Sólo se ha de indemnizar aquel daño que constituya una consecuencia del hecho que obliga a la indemnización. Se trata de dejar de lado teorías abstractas, fórmulas mágicas, para poner en manos del juez la decisión; es el juez quien tratando de ubicarse en el momento del hecho, para formular su pronóstico, afirmará la previsibilidad o no de las consecuencias (Mosset Iturraspe, Jorge "Responsabilidad por daños", T. IV - Las eximentes, págs. 84 y ss; Ed. Rubinzal - Culzoni, Santa Fe, 1999).-

En igual sentido, la Suprema Corte Provincial ha decidido que para liberarse de responsabilidad, el demandado debe demostrar que la conducta de la víctima fue la causa del hecho, ya sea en forma total o parcial (SCBA Ac. 34056 del 5-8-86, Ac. 35683 del 16-12-86, Ac. 37661 del 22-12-87, Ac. 47215 del 14-7-92, Ac. 57505 del 10-7-96, Ac. 53574 del 4-4-95).-

También, el Alto Tribunal dijo que para que la culpa de la víctima opere como eximente total de responsabilidad del dueño o guardián de la cosa peligrosa, debe haber sido causa adecuada y exclusiva del daño, no debe ser imputable directa ni indirectamente al demandado; el obrar de la víctima debe ser culposo y resultar normalmente imprevisible e inevitable, y reunir condiciones de certeza, pues se trata de un hecho impeditivo cuya prueba incumbe a quien lo alega. De ello se deriva que debe responder el dueño o guardián de la cosa riesgosa o peligrosa si no demostró que la conducta de la víctima hubiese interrumpido el nexo causal entre el hecho y el daño provocado (SCBA Ac. 34056 del 5-8-86, Ac. 35683 del 16-12-86, Ac. 37661 del 22-12-87, Ac. 47215 del 14-7-92, Ac. 57505 del 10-7-96, Ac. 53574 del 4-4-95; CALZ, Sala I, Reg. Sent. Def. 322/00).-

Respecto a la crítica del apelante en relación a la valoración de la prueba, es del caso atribuir inoperancia al intento de probar un hecho a través de la personal interpretación de las pruebas, bajo la pretensión de que el sentenciante, que decide de acuerdo a los datos que considere dirimentes, deba explicar en cada caso, el porqué prescinde de la valoración de unas u otras, cosa que importaría sin lugar a duda una declinación del principio del art. 384 y ccdtes. del procesal.-

No se ha acreditado en autos la existencia de culpa en la víctima y  habiéndose producido la colisión entre un vehículo saliendo de un garage o estacionamiento y un ciclomotor en circulación, entiendo que en este caso, el daño es  resultado de la conducta del conductor del vehículo automotor, que emprendió la salida del estacionamiento, sin tomar las precauciones que la maniobra a realizar ameritaba.-

Consecuentemente, propongo al Acuerdo confirmar en el punto la sentencia atacada, desde que el agravio vertido no puede tener recepción favorable.-

2)-Incapacidad Sobreviniente:

Se agravian la demandada y citada en garantía por el monto otorgado en concepto de incapacidad sobreviniente.-

Se alzan también por el modo en que se ha ponderado la prueba pericial en la anterior instancia.-

A ese respecto ha dicho esta Sala, antes de ahora, en su anterior composición, que la apreciación y valoración de la pericia que se efectúa, no depende del comportamiento de las partes respecto de la misma, sino del grado de convicción que la misma logre en el Magistrado Sentenciante.  (CALZ Sala I RSD 336/07 sentencia del 2/10/07 entre otras).  Porque el dictamen pericial es un juicio de valor sobre cuestiones de hecho, respecto de las cuales se requiere, conocimientos especiales.  (CALZ Sala I RSD 368/02 sentencia del 14/11/02 entre otras).-

Sin perjuicio de todo lo expuesto,  vista la necesidad de efectuar una nueva valoración de la totalidad de la prueba colectada, vuelvo inicialmente al examen de la pericia médica de fs. 188/191, donde la experta dice entre sus conclusiones médico legales que el actor a resultas del accidente presenta politraumatismos con traumatismo de cara; traumatismo de columna cervical, traumatismo de tobillo con fractura (fs. 190/190 vta.).-

Aclara a fs. 190 que el actor presenta daño estético por deformación permanente en el rostro.-

En la misma foja y a fs. 190 vta. dice la perito que el traumatismo producido en la columna cervical  “ha producido una elongación de las estructuras blandas de la columna (ligamentos), lo que trae un cuadro de dolor... llega a ser intolerable y se acompaña de contractura muscular intensa y dolor palpatorio máximo en región prevertebral.  Es común que se agreguen síntomas como: vértigo, zumbido de oídos, visión borrosa, disfagia...”.-

En cuanto a las consecuencias de la fractura aguda de tobillo dice la misma experta a fs. 190 vta. que: “La deformidad en la arquitectura osea que puede limitar la capacidad para mover el pie o causar dificultades para calzarse.  Artritis que puede ser consecuencia de la fractura de una articulación... o puede ser consecuencia de deformidades angulares que pueden aparecer cuando una fractura con desplazamiento es grave o no se ha tratado correctamente.  Dolor crónico y disfunción a largo plazo.  Falta de unión o de cicatrización que pueden provocar dolor crónico o hacer necesaria la cirugía.”.-

Determina a fs. 191 una incapacidad parcial y permanente del 23.82 % de la T.O.-

Surge de autos (ver fs. 4  y 7 de la causa penal) que el accionante contaba al momento del siniestro con la edad de 38 años, siendo de estado civil casado y de ocupación empleado.-

Solo resta decir que no encuentro razón para apartarme de las conclusiones extraídas por la perito médica,  quien ha efectuado su dictamen con absoluto rigor científico (art. 474 CPCC).-

Respecto a la cuantía en la que el Magistrado a quo estimara la indemnización por ese concepto, conviene aclarar que dado que no existen pautas fijas, atendiendo a las particulares circunstancias del caso y a las características propias de la víctima (naturaleza de las lesiones, edad, sexo, actividades que realiza, etc.) en mérito a las ponderaciones que se han efectuado en la causa y en atención a las condiciones particulares a las que ya he aludido, propongo confirmar lo sentenciado, por considerar el monto indemnizatorio estimado por el Sr. Juez de la anterior instancia, como atinado y prudente (arts. 512, 1109, 1068 y 1069 del C.C. y  374, 384 y 474 del CPCC), desestimando las quejas vertidas por ambas apelantes con relación a este ítem.-  

3)-Daño Moral:

En cuanto a la queja formulada por ambas apelantes, en sentido contrapuesto, con relación al monto establecido para resarcir el daño moral, diré que, la comisión de un acto antijurídico permite por si sola, presumir la existencia de agravio moral, es una prueba in re ipsa, surge inmediatamente de los hechos mismos (art. 1078 del Cód. Civ.).-

Ahora bien, como bien dice Von Ihering, en “Ouvres Choisies” Paris, 1893, Tº II Pags. 154,155 y 179, al que sufre un perjuicio debe serle reparado no solamente por las pérdidas pecuniarias sino también por las restricciones llevadas a su bienestar, a sus conveniencias,  por los disgustos,  las agitaciones del espíritu que le han sido causadas.  La persona, según este autor, puede ser lesionada por lo que es y por lo que tiene.  En lo que es: su cuerpo, su libertad, su honor y en lo que ella tiene en sus relaciones con el mundo exterior.-

Sin embargo, “Es obvio, que desde una especial -y respetable- concepción de la ética puede mirarse a la reparación del daño moral como un apartamiento de las rigurosas exigencias que tal ética formula a quienes deseen seguirla.  Pero no cabe que los jueces se guíen, al determinar el derecho, por patrones de moralidad que excedan los habitualmente admitidos por el sentimiento medio, pues como lo señala Cardozo, “los jueces deben dar vigor con sus sentencias a la moralidad corriente de los hombres y mujeres de conciencia recia (“The Nature of the judicial process” U.S., Yale University Press, 1937, pag. 106).  En efecto, la decisión judicial no ha de reemplazar las opciones éticas personales cuya autonomía también reconoce el art. 19 de la Constitución Nacional.-

Ahora bien, en el sentimiento corriente, la actitud hacia las pérdidas definitivas no es aconsejar su asunción heroica, sino que se traduce en un activo intento de mitigarlas, aún a sabiendas de la pobreza de medios con que se cuenta a ese fin.-

Dentro de dicho contexto interpretativo, estimo que la traducción económica del aludido quebranto que en el fallo se efectuara, no refleja suficientemente los sufrimientos espirituales del accionante.  Por ello,  haciendo lugar a la queja vertida por la actora y desestimando los agravios expresados en el punto por la demandada y su aseguradora, propongo al Acuerdo elevar el monto sentenciado hasta la suma de Pesos Cincuenta y Cinco Mil ($55.000)  en concepto de indemnización por daño moral  (Art. 1078 del C.C. y Arts. 165, 384 del C.P.C.C.).-

En virtud de las razones y fundamentos expuestos, citas legales, doctrinarias y jurisprudenciales, no siendo íntegramente justo el decisorio apelado, voto por modificar parcialmente la sentencia de grado, elevando el monto indemnizatorio fijado en concepto de daño moral hasta la suma de Pesos Cincuenta y Cinco Mil ($55.000), confirmándola en lo demás,  en cuanto fuera materia de recursos y agravios. Así lo propongo al Acuerdo.-

VOTO POR LA NEGATIVA

A la primera cuestión, el Dr. Igoldi dijo que, por compartir los fundamentos, VOTA TAMBIEN POR LA NEGATIVA.

A la segunda cuestión el Dr. Basile expresa:

Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede corresponde modificar parcialmente la sentencia apelada, elevando la cuantía indemnizatoria fijada en concepto de daño moral hasta la suma de Pesos cincuenta y Cinco Mil ($55.000) y confirmándola en lo demás, en cuanto fuera materia de recursos y agravios.   Las costas de Alzada deben  imponerse a la demandada y citada en garantía apelantes (art. 68 del CPCC).  Los honorarios profesionales se regularán en su oportunidad (conf. ley 8904).-

ASI LO VOTO

A la segunda cuestión el Dr.  Igoldi expresa que, por compartir los fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

En el Acuerdo celebrado quedó establecido que la sentencia apelada no es íntegramente justa por lo cual debe modificarse parcialmente.  Asimismo que  las costas de la Alzada, deben imponerse a la demandada y citada en garantía apelantes (art. 68 del C.P.C.C.).- 

Por ello, consideraciones y citas legales; 

1º)-Modifícase la sentencia apelada en lo relativo a la cuantía indemnizatoria fijada en concepto de daño moral la que se eleva hasta la suma de Pesos Cincuenta y Cinco Mil ($55.000).-

2°)-Confírmase en lo demás la sentencia apelada, ello en la medida de los recursos y agravios.-   

3º)-Con costas de Alzada a la demandada y citada en garantía apelantes  (art. 68 del C.P.C.C.).-

4º)- Difiérese para su oportunidad la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes (conf. ley 8904). Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

Norberto Horacio Basile               Carlos Ricardo Igoldi

Juez                                             Juez

Manuela Maria Ochandio

Secretaria

Causa Nº 68.120.-

